RESPUESTA AL CUESTIONARIO DEL RELATOR ESPECIAL SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS Y EL MEDIO AMBIENTE DE NACIONES UNIDAS

El cuestionario del Relator trae causa del mandato contenido en la Resolución 28/11 de 24 de marzo de 2015, del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, y las respuestas al mismo deben seguir, a juicio de esta institución, los criterios seguidos por el Relator en el Informe al Consejo de 3 de febrero de 2015 (documento A/HRC/28/61) relativo a las obligaciones de los derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.

Por otra parte, el término “biodiversidad” ha de entenderse en el sentido establecido en la legislación española, y en concreto en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. En este sentido, la Ley 42/2007 define en su artículo 3 la biodiversidad como la variabilidad de los organismos vivos de cualquier fuente, incluidos entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas. Por lo que las respuestas irán referidas única y exclusivamente a este ámbito, y no a otros que pueden sin embargo estar relacionados con los derechos humanos igualmente, como pueda ser la contaminación atmosférica, el agua o el ruido.

Por último, ha de tenerse presente que la labor del Defensor del Pueblo, como institución de derechos humanos del Estado español, no es la de recopilar buenas prácticas en este campo, sino atender a las quejas de los ciudadanos relacionadas con estas materias respecto a la actuación de la administración.
1. Por favor, proporcione, en detalle, ejemplos de buenas prácticas en la adopción de legislación, políticas y programas relacionados con la biodiversidad, que incorporen obligaciones de derechos humanos.

En el informe del Relator citado se describen hasta nueve tipos de obligaciones de derechos humanos, muchas de las cuales se pueden aplicar en mayor o menor medida a cuestiones relacionadas con la biodiversidad. Muchas de ellas, sin embargo, provienen de la propia legislación, ya sea española, europea o internacional. Así, en el caso de las obligaciones de procedimiento, de información y de participación pública, e incluso de dar acceso a recursos jurídicos, la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente (que incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE) regula el ejercicio de estos derechos, cumpliendo así el mandato del Convenio de Aarhus, ratificado por España en diciembre de 2004.
A este respecto, el artículo 22 de la Ley reguladora de los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente reconoce específicamente el derecho de acceso a al justicia de las organizaciones ambientales, si bien dicho acceso no es gratuito como ocurre en otros colectivos.

En cuanto a la obligación de proteger los derechos de expresión y de asociación, las administraciones públicas subvencionan los proyectos y actividades de las organizaciones constitutitas para la protección del medio ambiente, lo cual es un medio de fomentar la participación y la difusión de sus actividades.

Respecto a las obligaciones sustantivas, la constitución española contempla el medio ambiente como uno de los principios rectores de la política social y económica, cuyo reconocimiento, respeto y protección informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Aunque no se reconoce expresamente como derecho, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español ha matizado este carácter.

Por lo que se refiere a las obligaciones relativas a actores no estatales, no existe una actuación pública reseñable en este campo, aunque es cierto que la implantación de sistemas de responsabilidad social corporativa es una tendencia creciente en la gran industria española. Cabe reseñar que la Ley de Patrimonio Natural y Biodiversidad contempla la creación de entidades de custodia del territorio, con la participación de propietarios de terrenos privados en espacios naturales protegidos en la gestión de estos espacios.

En lo relativo a obligaciones relacionadas con daños ambientales transfonterizos, España ratificó el Convenio  sobre evaluación del impacto en el medio ambiente en un contexto transfronterizo (conocido como Convenio de Espoo) en febrero de 1991, y las obligaciones dimanantes del mismo se encuentran recogidas en la legislación nacional, y especialmente en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental. Igualmente se prevé la creación de espacios naturales transfronterizos para la coordinación de actuaciones en materia de coordinación de ecosistemas.

Por último, en relación con las obligaciones respecto de miembros de grupos en situaciones vulnerables tales como las mujeres, los niños o las minorías tampoco existen, en relación con la biodiversidad, prácticas o instrumentos específicos referidos a estos colectivos.
2. Proporcione ejemplos concretos de buenas prácticas en la implementación de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad. Estos ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantías de los derechos procesales (por ejemplo, el derecho a la información, la participación y los remedios); el monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionadas con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); la protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad; la promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas.

Nos remitimos a la respuesta anterior.

3. Por favor, indique, cuando sea relevante, los desafíos y los obstáculos implicados en la integración y protección de los derechos humanos en materia de biodiversidad.

Sin duda alguna, el obstáculo más importante en este punto es la interpretación del medio ambiente como un principio rector de la política social y económica, y no como un derecho subjetivo de los ciudadanos, alegable ante los tribunales de justicia. Al contrario de lo que ocurre con otros derechos fundamentales, el tribunal constitucional español no ha desarrollado un contenido esencial de este derecho vinculante para el legislador. 

Otros problemas de aplicación práctica de la ley que se detectan son:

· Insuficiencia de os recursos destinados a la inspección de actividades para verificar que se ajustan a la normativa en materia de biodiversidad.

· Un ejercicio poco eficaz de la potestad sancionadora de las administraciones, que en ocasiones se ejerce con excesiva demora o lentitud, con la consiguiente prescripción de las faltas y el consiguiente deterioro, a veces irreversible, de la biodiversidad.

· Dificultades para la reparación de los daños ambientales, bien por la imposibilidad de averiguar el origen de la contaminación o insuficiencia del importe de las garantías para cubrir los daños.

· Insuficiente definición de las medidas compensatorias que se adoptan para paliar los efectos negativos de un proyecto o actividad.

· Insuficiente evaluación de los impactos acumulativos de las distintas actividades sobre los espacios naturales protegidos, que en la mayoría de las ocasiones se identifican con la proximidad geográfica.
En algunas ocasiones se ha detectado casos en los que hubiera sido necesaria una mayor participación del público en la toma de decisiones administrativas relacionadas con la biodiversidad, muchas veces adoptadas sin una participación pública suficiente y sin proporcionar a la ciudadanía información detallada.

4. ¿Cómo se les proporciona una mayor protección a aquellos que pueden ser particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, incluyendo pero no limitado a pueblos indígenas?

Como se ha mencionado anteriormente, no existen cauces específicos relativos a colectivos particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, siendo necesario utilizar los cauces ordinarios de impugnación y recurso contra la actuación de las administraciones públicas.

5. Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad. ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo?

El Defensor del Pueblo conoce de las quejas formuladas por los ciudadanos en temas ambientales en general, y relativas a la biodiversidad en particular, entendida ésta en el sentido descrito en la Ley 42/2007 (citada). A este respecto, son relativamente numerosas las quejas relativas a falta de información y participación en las decisiones adoptadas por los poderes públicos. Con frecuencia se indica a la administración que el derecho de acceso a la información ambiental debe ser entendido en el sentido más amplio posible, y que únicamente cabe la denegación de dicho acceso en supuestos tasados, que deben interpretarse con carácter restrictivo.

Igualmente, respecto de los problemas citados en la pregunta 3 se reciben quejas por insuficiente evaluación y deficiente reparación del daño causado a la biodiversidad.

En este sentido, las resoluciones del Defensor del Pueblo tienen cierto valor interpretativo, si bien es cierto que no son vinculantes para los poderes públicos, ni tampoco para los tribunales.
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